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Ciudad de México, a treinta de junio de dos mil veintiséis.- 

Vistos los autos del expediente en que se actúa, el MAGISTRADO LUIS 

ALFREDO MORA VILLAGÓMEZ, en su carácter de Instructor en el presente 

juicio contencioso administrativo, con fundamento en los artículos 3, fracción II, y 

38, fracción XII, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 

58-1, 58-2, 58-13 y demás relativos de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, ante la Secretaria de Acuerdos, Licenciada Paola 

Soriano Salgado, quien da fe; procede a dictar sentencia definitiva en el 

expediente en que se actúa en los siguientes términos; y, 

 

R E S U L T A N D O 

 

1°.- Por escrito presentado el 06 de mayo de 2026 en la Oficialía 

de Partes de la Primera Sala Especializada en Materia Ambiental y de Regulación 

****** ****** ******* en representación legal de **** ********* ********** **** ** **** ** 

**** ** ****, compareció a demandar la nulidad del oficio número 

********************************, de fecha 30 de marzo de 2026, emitido por la 

Directora de Sanciones B de la Comisión Nacional para la Protección y Defensa 

de los Usuarios de Servicios Financieros, a través del cual le impuso una multa 
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en cantidades de $*********, por infracciones a la Ley de Transparencia y 

Ordenamiento de los Servicios Financieros. 

 

2°.- Por acuerdo 08 de mayo de 2026, se admitió a trámite la 

demanda y se ordenó emplazar a la autoridad demandada para que formulara su 

contestación respectiva. En ese mismo acuerdo, se dejó expedito el derecho que 

les asiste a las partes para formular alegatos conforme al artículo 58-11 de la 

citada Ley adjetiva, derecho que fue ejercido por la autoridad demandada . 

 

3°.- Por auto de 15 de junio  de 2026, se tuvo por formulada la 

contestación a la demanda. 

 

4°.- Una vez que quedó cerrada la instrucción con fecha 30 de junio  

de 2026, de conformidad con lo previsto en el artículo 58-13 de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, se procede a resolver el presente 

asunto. 

C O N S I D E R A N D O 

PRIMERO.- Este Juzgador es competente para resolver el 

presente juicio de conformidad con los artículos 3, fracciones I, IV, XII, XIII, y XV, 

y último párrafo, 28, fracción III, 29 a 31, 36, fracción XII, y, 59, fracción IV, de la 

Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa; 12, fracción II, y 50, 

fracción III, apartado a, número 9, inciso a), del último párrafo, de su 

Reglamento Interior, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 17 de julio 

de 2020 y reformado mediante publicación del 23 de mayo de 2025, cuya parte 

conducente prevé: 

Artículo 50. El Tribunal tendrá Salas Regionales Especializadas 
cuya denominación, sede, competencia y materia de 
conocimiento será la siguiente: 
. . . 
 
III. Salas Especializadas en Materia Ambiental y de 
Regulación, con sede en la Ciudad de México, que tendrán 
competencia material en todo el territorio nacional para: 
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a. Tramitar y resolver los juicios que se promuevan contra 
resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos, 
que encuadren en los supuestos previstos por las fracciones I, 
IV, XII, XIII y XV y último párrafo, del artículo 3 de la Ley, 
dictadas por la Secretaría de Energía, en materia energética y 
de hidrocarburos; por los Órganos Reguladores a que se refiere 
esta fracción, Secretarías de Estado, entidades de la 
Administración Pública Federal, así como por las entidades 
federativas en los casos de coordinación y concurrencia 
previamente establecidos en la legislación correspondiente, 
directamente relacionadas con las materias que sean 
competencia de los Órganos Reguladores de la Actividad del 
Estado. Para los efectos de esta fracción, los Órganos 
Reguladores de la Actividad del Estado son únicamente los 
siguientes: 
… 
 
9 . Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los 
Usuarios de Servicios Financieros (CONDUSEF); 
 
… 
Dichas Salas Especializadas serán las siguientes: 
 
a) La Primera Sala Especializada en Materia Ambiental y de 
Regulación, con sede en la Ciudad de México; 

   … 

 

SEGUNDO.- La existencia de la resolución impugnada se encuentra 

debidamente acreditada en autos, de conformidad con lo dispuesto por los 

artículos 129 y 202 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación 

supletoria en el juicio contencioso administrativo (aplicable al juicio contencioso 

federal hasta en tanto no se actualice la declaratoria de inicio de vigencia del 

Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares, en observancia a los 
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principios de vigencia normativa, aplicación temporal de la ley, seguridad jurídica 

y legalidad procesal), por la exhibición de la misma que hizo la persona 

demandante y por el reconocimiento expreso que de su existencia efectuó la 

autoridad al formular su contestación a la demanda. 

 

TERCERO.- Esta Instrucción procede al estudio y resolución de del 

concepto de anulación PRIMERO del escrito inicial de demanda. 

 

La decisión anterior encuentra su apoyo en la Jurisprudencia 

I.4o.A.J/44, pronunciada por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, correspondiente a la Novena Época, Tomo XXIII, mayo 

de 2006, página 1646, la cual se invoca por analogía y cuyo tenor es el siguiente: 

 
SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 
FISCAL Y ADMINISTRATIVA. EN ATENCIÓN AL ORDEN QUE 
SEÑALA EL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN PARA EL 
ESTUDIO DE LOS CONCEPTOS DE ANULACIÓN, DEBEN 
ANALIZARSE EN PRIMER LUGAR AQUELLOS QUE LLEVEN 
A DECLARAR LA NULIDAD MÁS BENÉFICA PARA EL 
ACTOR. En el artículo 237 del Código Fiscal de la Federación se 
encuentra contenido el principio de exhaustividad de las 
sentencias en materia fiscal, al imponer a las Salas del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa la obligación de 
examinar todos y cada uno de los puntos controvertidos del acto 
impugnado, iniciando por aquellos que puedan llevar a declarar la 
nulidad lisa y llana, y después por los que se refieran a la omisión 
de requisitos formales o vicios del procedimiento, lo que se 
traduce en la obligación de analizar, en primer lugar, los motivos 
de nulidad que lleven a una declaratoria de nulidad más benéfica 
para el actor, y sólo en el evento de estimarlos infundados, se 
pronuncie sobre los conceptos de impugnación que lleven a una 
declaratoria de nulidad para efectos, bien sea de la llamada 
comúnmente "del tercer tipo", por versar sobre el ejercicio de 
facultades discrecionales o, en su caso, para otros efectos. 
 

Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía, la Jurisprudencia 

P/J.3/2005, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
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al resolver la contradicción de tesis 37/2003-PL, publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente a la Novena Época, Tomo 

XXI, febrero de 2005, página 5, que a la letra dice: 

 

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL 
ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE 
ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, 
PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE 
RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO 
POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A 
CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica 
para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los 
Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la 
materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación 
que determinen su concesión debe atender al principio de mayor 
beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten 
fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los 
que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá 
quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional 
determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de 
violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso 
tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende 
privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, 
completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en 
los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales 
de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones 
que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, 
afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser 
declarado inconstitucional. 
 
Precisado lo anterior, se tiene que la actora hace valer en esencia 

lo siguiente:  

 Que la autoridad demandada viola en su perjuicio el artículo 16 
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Constitucional, toda vez que la autoridad demandada no respetó las formalidades 

del procedimiento. 

 

Que la autoridad demandada no le dio oportunidad de defenderse, 

pues no notificó el oficio de emplazamiento que les dio origen. 

 

Refiere que el oficio de emplazamiento no fue debidamente 

notificado a la actora, por lo que al no haberse otorgado el derecho de audiencia 

previo a la emisión de la resolución impugnada, lo procedente es que se declare 

la nulidad de las resoluciones impugnadas. 

 

La persona demandada sostuvo la legalidad de la notificación 

controvertida y de la resolución impugnada. 

 

 Expuestas las consideraciones de las partes, este Magistrado 

Instructor  estima que los conceptos de anulación esgrimidos por la actora resultan 

FUNDADOS, por las siguientes consideraciones.  

 

Se tienen a la vista la resolución impugnada número 

********************************* de fecha 30 de marzo de 2026, emitido por la 

Directora de Sanciones B de la Comisión Nacional para la Protección y Defensa 

de los Usuarios de Servicios Financieros, a través del cual le impuso una multa 

en cantidades de $********** por infracciones a la Ley de Transparencia y 

Ordenamiento de los Servicios Financieros. 

 

Dicha resolución tiene como antecedente el oficio de 

emplazamiento ******************************* de fecha 17 de febrero de 2026, el 

cual supuestamente fue notificado el 18 del mis mes y año, según el Resultando 

TERCERO. 
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Asimismo, del RESULTANDO CUARTO se advierte que la 

persona demandada indicó que la persona infractora fue omisa en ejercer su 

derecho de ausencia. 

 

Ahora bien, la actora desde su demanda manifestó que dicho 

emplazamiento le haya sido notificado; por lo que en este sentido trasladó la carga 

de la prueba a la autoridad demandada conforme al artículo 42 de la Ley Federal 

de Procedimiento Contencioso Administrativo, al haber negado lisa y llanamente 

que se le haya emplazado al procedimiento sancionador.   

 

Sirve de apoyo a lo anterior, el siguiente criterio Jurisprudencial 

que reza:  

Época: Novena Época, Registro: 163102, Instancia: Segunda 
Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, Enero de 2011, 
Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 196/2010, Página: 878 
 
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. CUANDO EL 
ACTOR NIEGA CONOCER EL ACTO IMPUGNADO, LA 
AUTORIDAD AL CONTESTAR LA DEMANDA DEBE EXHIBIR 
EL DOCUMENTO ORIGINAL O, EN SU CASO, COPIA 
CERTIFICADA.- Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 209/2007, de 
rubro: "JUICIO DE NULIDAD. SI EL ACTOR NIEGA CONOCER 
EL ACTO ADMINISTRATIVO IMPUGNADO, LA AUTORIDAD AL 
CONTESTAR LA DEMANDA DEBE EXHIBIR CONSTANCIA DE 
ÉSTE Y DE SU NOTIFICACIÓN.", sostuvo que del artículo 209 
bis, fracción II, del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta 
el 31 de diciembre de 2005 (cuyo contenido sustancial reproduce 
el artículo 16, fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo), se advierte que la autoridad al 
contestar la demanda, en caso de que el actor manifieste 
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desconocer la resolución que determina un crédito fiscal, ya sea 
porque aduzca que le fue notificado incorrectamente o 
simplemente que no se le dio a conocer, la autoridad debe exhibir 
constancia del acto y su notificación. De lo que se sigue que el 
término "constancia" a que se refiere dicho precepto debe 
entenderse como el documento original o en copia certificada, que 
reúna los elementos necesarios para que el actor lo conozca como 
fue emitido, con el fin de que pueda impugnarlo, resultando 
insuficiente que la autoridad exhiba la reimpresión o copia simple 
del acto impugnado, dado que estos documentos no cumplen con 
todos los requisitos de un acto administrativo. Cabe destacar que 
el cumplimiento del requisito indicado es independiente a los 
conceptos de invalidez que el particular haga valer, pues lo que 
se pretende es conocer el contenido del acto en los términos de 
su emisión, para que el actor pueda entablar su defensa. 
 
Contradicción de tesis 326/2010. Entre las sustentadas por el 
Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito y el Primer Tribunal Colegiado Auxiliar con residencia en 
Guadalajara, Jalisco. 10 de noviembre de 2010. Unanimidad de 
cuatro votos. Ausente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 
Jonathan Bass Herrera. 
 
Tesis de jurisprudencia 196/2010. Aprobada por la Segunda Sala 
de este Alto Tribunal, en sesión privada del diecisiete de 
noviembre de dos mil diez. 
 
Nota: La tesis 2a./J. 209/2007 citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXVI, diciembre de 2007, página 203. 

 

Así pues, cobra vital relevancia que la persona demandada  al 

contestar la demanda no exhibió las constancias que integran el expediente 

administrativo del cual derivó la resolución impugnada. 

 

Luego entonces, la consecuencia jurídica es que se tengan por 

ciertos los hechos manifestados en la demanda, por lo que este Juzgador 

no tiene los elementos para constatar la legalidad del oficio de 

emplazamiento ******************************* de fecha 17 de febrero de 2026, ni 

de su constancia de notificación. 
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Lo anterior se sustenta con la siguiente tesis dictada por este 

propio Tribunal misma que reza:  

 

VIII-P-2aS-73 

EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO.- CONSECUENCIA DE SU 
NO PRESENTACIÓN O DE SU EXHIBICIÓN INCOMPLETA 
POR LA AUTORIDAD DEMANDADA.- Los artículos 14, fracción 
V, 40, 45 y 46, de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, permiten a los demandantes ofrecer 
pruebas, entre ellas el expediente administrativo en que se haya 
dictado la resolución impugnada, entendiéndose por éste el que 
contenga toda la información relacionada con el procedimiento 
que dio lugar a dicho acto; asimismo se precisa que la remisión 
de tal expediente no incluirá las documentales privadas del actor, 
salvo que las especifique como ofrecidas. En ese sentido, la 
consecuencia de la omisión en que incurra la demandada de 
exhibir el expediente administrativo completo, no puede ser otra 
que la de tener por ciertos los hechos que la actora pretenda 
probar con los documentos cuya presentación fue omitida por la 
autoridad, lo que se obtiene de la interpretación armónica de lo 
dispuesto por los artículos 19, primer párrafo, y 45, segundo 
párrafo, de la citada Ley, máxime que los diversos artículos 2°, 
fracciones VI y X, y 24, de la Ley Federal de los Derechos del 
Contribuyente, y 1805, párrafo 2 inciso (b), del Tratado de Libre 
Comercio de América del Norte, prevén como derechos de los 
particulares el de una resolución fundada en las pruebas y 
promociones que obren en el expediente compilado por la 
autoridad administrativa que podrá ser ofrecido en juicio, y el de 
no aportar los documentos que ya se encuentran en poder de la 
autoridad fiscal, por lo que no puede dejarse al arbitrio de ésta 
esa presentación, sino que su falta debe tener como resultado 
acceder a la pretensión del enjuiciante. 

 
PRECEDENTE: 
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VII-P-2aS-243 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 32270/09-17-02-
8/518/11-S2-06-03.- Resuelto por la Segunda Sección de la Sala 
Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 
en sesión de 6 de septiembre de 2012, por unanimidad de 4 votos 
a favor.- Magistrado Ponente: Alfredo Salgado Loyo.- Secretario: 
Lic. Ernesto Christian Grandini Ochoa. 

(Tesis aprobada en sesión de 25 de septiembre de 2012) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año II. No. 17. Diciembre  

2012. p. 92 REITERACIÓN QUE SE PUBLICA: 

VIII-P-2aS-73 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 3624/15-06-03-
1/288/17-S2-07-04.- Resuelto por la Segunda Sección de la Sala 
Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión 
de 18 de abril de 2017, por unanimidad de 5 votos a favor.- 
Magistrada Ponente: Magda Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretaria: 
Lic. Faviola 

+ Chávez Martínez. 

(Tesis aprobada en sesión de 18 de abril de 2017) 
EN EL MISMO SENTIDO: 

VIII-P-2aS-74 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1969/16-04-01-4-
OT/11/17-S2-06-03.- Resuelto por la Segunda Sección de la Sala 
Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión 
de 18 de abril de 2017, por unanimidad de 5 votos a favor.- 
Magistrado Ponente: Juan Manuel Jiménez Illescas.- Secretario: 
Lic. Aldo Blanquel Vega. 
(Tesis aprobada en sesión de 18 de abril de 2017) 

R.T.F.J.A. Octava Época. Año II. No. 10. Mayo 2017. p. 259 
 

Resulta aplicable al caso, la siguiente Jurisprudencia número 

XVI.1o.A. J/8 (10a.), emitida por los Tribunales Colegiados de Circuito del Poder 

Judicial de la Federación, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Décima Época, Libro 5, Abril de 2014, Tomo II, página 1298, de rubro 

y texto siguientes: 
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EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO. LA OMISIÓN DE EXHIBIRLO 
CUANDO SE OFRECIÓ COMO PRUEBA POR EL ACTOR EN 
EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SI ÉSTE NEGÓ 
LISA Y LLANAMENTE LOS HECHOS CON BASE EN LOS 
CUALES LA AUTORIDAD DEMANDADA EMITIÓ LA 
RESOLUCIÓN IMPUGNADA, CONLLEVA QUE ÉSTA SE 
ENCUENTRE OBLIGADA A PROBARLOS.- El artículo 14, 
fracción V, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo dispone que cuando el demandante ofrezca 
pruebas documentales, puede proponer como medio de 
convicción el expediente administrativo en que se haya dictado la 
resolución impugnada, integrado por la documentación 
relacionada con el procedimiento que le dio lugar, es decir, la que 
corresponda al inicio del procedimiento, los actos administrativos 
posteriores y la propia resolución. Esa previsión también se 
encuentra contenida en el numeral 24 de la Ley Federal de los 
Derechos del Contribuyente, cuyo segundo párrafo acota, 
además, que no se considerarán expediente administrativo los 
documentos antecedentes de una resolución en la que en las 
leyes no establezcan un procedimiento previo. No obstante, 
dichas normas no establecen una consecuencia a la omisión en 
que incurra la autoridad demandada al no presentar el expediente 
administrativo que le sea solicitado, por lo que es dable acudir a 
las reglas generales de valoración de las pruebas contenidas en 
el ordenamiento inicialmente referido, a fin de dilucidar la 
trascendencia de esa conducta procesal. Así, su artículo 42 
establece la presunción de legalidad de las actuaciones 
administrativas, salvo que el particular niegue lisa y llanamente 
los hechos que las motiven, caso en el cual, las autoridades 
deben aportar los medios de convicción que los demuestren. Por 
tanto, pese a la ausencia de sanción procesal a la omisión de 
exhibir el expediente administrativo ofrecido como prueba por el 
actor en el juicio contencioso administrativo, si éste negó lisa y 
llanamente los hechos con base en los cuales la autoridad 
demandada emitió la resolución impugnada, ésta se encuentra 
obligada a probarlos. 
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En esa tesitura, no obra en autos prueba alguna que acredite que 

efectivamente el oficio de emplazamiento haya sido  notificado a la persona 

demandante; luego entonces, no estuvo en posibilidad de ofrecer una 

adecuada defensa durante el procedimiento administrativo que culminó con 

la sanción controvertida, en la cual se señaló que la infractora no ejerció el 

derecho de audiencia, según el Resultandos CUARTO (folios 058 de autos). 

Sirve de apoyo al caso concreto, la Tesis Aislada IV.2o.A.50 K 

(10a.), emitida por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Cuarto Circuito, Décima Época, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación, Libro 3, febrero de 2014, Tomo III, Página 2241, intitulada: 

 

“SEGURIDAD JURÍDICA. ALCANCE DE LAS 
GARANTÍAS INSTRUMENTALES DE 
MANDAMIENTO ESCRITO, AUTORIDAD 
COMPETENTE Y FUNDAMENTACIÓN Y 
MOTIVACIÓN, PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 
16, PRIMER PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN 
FEDERAL, PARA ASEGURAR EL RESPETO A 
DICHO DERECHO HUMANO. De las 
jurisprudencias 1a./J. 74/2005 y 2a./J. 144/2006, 
de la Primera y Segunda Salas de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, publicadas en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomos XXII, agosto de 2005, 
página 107, de rubro: "PROCEDIMIENTO 
SEGUIDO EN UNA VÍA INCORRECTA. POR SÍ 
MISMO CAUSA AGRAVIO AL DEMANDADO Y, 
POR ENDE, CONTRAVIENE SU GARANTÍA DE 
SEGURIDAD JURÍDICA." y XXIV, octubre de 2006, 
página 351, de rubro: "GARANTÍA DE 
SEGURIDAD JURÍDICA. SUS ALCANCES.", 
respectivamente, se advierte una definición clara 
del contenido del derecho humano a la seguridad 
jurídica, imbíbito en el artículo 16, primer párrafo, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, el cual consiste en que la persona 
tenga certeza sobre su situación ante las leyes, o 
la de su familia, posesiones o sus demás derechos, 
en cuya vía de respeto la autoridad debe sujetar 
sus actuaciones de molestia a determinados 
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supuestos, requisitos y procedimientos 
previamente establecidos en la Constitución y en 
las leyes, como expresión de una voluntad general 
soberana, para asegurar que ante una intervención 
de la autoridad en su esfera de derechos, sepa a 
qué atenerse. En este contexto, de conformidad 
con el precepto citado, el primer requisito que 
deben cumplir los actos de molestia es el de 
constar por escrito, que tiene como propósito que 
el ciudadano pueda constatar el cumplimiento de 
los restantes, esto es, que provienen de autoridad 
competente y que se encuentre debidamente 
fundado y motivado. A su vez, el elemento relativo 
a que el acto provenga de autoridad competente, 
es reflejo de la adopción en el orden nacional de 
otra garantía primigenia del derecho a la seguridad, 
denominada principio de legalidad, conforme al 
cual, las autoridades sólo pueden hacer aquello 
para lo cual expresamente les facultan las leyes, en 
el entendido de que la ley es la manifestación de la 
voluntad general soberana y, finalmente, en cuanto 
a fundar y motivar, la referida Segunda Sala del 
Alto Tribunal definió, desde la Séptima Época, 
según consta en su tesis 260, publicada en el 
Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 
1917-1995, Tomo VI, Materia Común, Primera 
Parte, página 175, de rubro: "FUNDAMENTACIÓN 
Y MOTIVACIÓN.", que por lo primero se entiende 
que ha de expresarse con exactitud en el acto de 
molestia el precepto legal aplicable al caso y, por 
motivar, que también deben señalarse con 
precisión las circunstancias especiales, razones 
particulares o causas inmediatas que se hayan 
tenido en consideración para su emisión, siendo 
necesario, además, que exista adecuación entre 
los motivos aducidos y las normas aplicables, lo 
cual tiene como propósito primordial, confirmar que 
al conocer el destinatario del acto el marco 
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normativo en que el acto de molestia surge y las 
razones de hecho consideradas para emitirlo, 
pueda ejercer una defensa adecuada ante el 
mismo. Ahora bien, ante esa configuración del 
primer párrafo del artículo 16 constitucional, no 
cabe asumir una postura dogmatizante, en la que 
se entienda que por el solo hecho de establecerse 
dichas condiciones, automáticamente todas las 
autoridades emiten actos de molestia debidamente 
fundados y motivados, pues la práctica confirma 
que los referidos requisitos son con frecuencia 
inobservados, lo que sin embargo no demerita el 
hecho de que la Constitución establezca esa serie 
de condiciones para los actos de molestia, sino por 
el contrario, conduce a reconocer un panorama de 
mayor alcance y eficacia de la disposición en 
análisis, pues en la medida en que las garantías 
instrumentales de mandamiento escrito, autoridad 
competente y fundamentación y motivación 
mencionadas, se encuentran contenidas en un 
texto con fuerza vinculante respecto del resto del 
ordenamiento jurídico, se hace posible que los 
gobernados tengan legitimación para aducir la 
infracción al derecho a la seguridad jurídica para 
asegurar su respeto, únicamente con invocar su 
inobservancia; igualmente se da cabida al principio 
de interdicción de la arbitrariedad y, por último, se 
justifica la existencia de la jurisdicción de control, 
como entidad imparcial a la que corresponde dirimir 
cuándo los referidos requisitos han sido 
incumplidos, y sancionar esa actuación arbitraria 
mediante su anulación en los procedimientos de 
mera legalidad y, por lo que atañe al juicio de 
amparo, a través de la restauración del derecho a 
la seguridad jurídica vulnerado.” 

 

 

Razones las anteriores que llevan a concluir que en el caso, al 

resultar ilegal el oficio de emplazamiento y su constancia de notificación, la 

resolución impugnada sancionatoria constituye fruto de un acto que 

adolece de legalidad. 
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Resulta aplicable al caso, la tesis de Jurisprudencia sustentada 

por el Primer Tribunal Colegiado del Primer Circuito en Materia Administrativa, 

que aparece publicada en el Informe de Labores rendido por el Presidente de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al año de 1979, tercera 

parte, visible a página 39, cuyo contenido es: 

 
 
“FRUTO DE ACTOS VICIADOS.- Si un acto o diligencia 
de la autoridad está viciada y resulta inconstitucional, 
todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o 
que en alguna forma están condicionados por él, resultan 
inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben 
darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte 
alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serán 
aprovechados por quienes las realizan, y por otra parte 
los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal 
conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal.” 
 
En las condiciones relatadas, con fundamento en los artículos 51, 

fracciones II y IV, y 52, fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, LO PROCEDENTE ENTONCES ES DECLARAR LA 

NULIDAD TAMBIÉN DEL DE LOS ACTOS DE EJECUCIÓN IMPUGNADOS  al 

ser fruto de un acto viciado de origen, como lo es la resolución sancionadora y 

que constituye el antecedente de aquéllos. 

 

 

Así las cosas, habiendo resultado procedente declarar la nulidad 

de los actos impugnados, este Juzgador se abstiene de analizar las demás 

cuestiones de ilegalidad que hace valer la parte actora, en virtud de que el 

resultado de su estudio, en nada variaría el sentido del presente fallo, sin que ello 
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implique una violación al artículo 50 de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo. 

 

Apoya lo expuesto, la Jurisprudencia I.2o.A. J123, emitida por el 

Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 

consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, 

tomo X, agosto de 1999, página 647, que prescribe lo siguiente: 

"CONCEPTOS DE ANULACIÓN. LA EXIGENCIA 
DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE 
PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA 
EN PARTICULAR. La exigencia de examinar 
exhaustivamente los conceptos de anulación en el 
procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse 
a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer 
el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de 
pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que 
si por la naturaleza de la litis apareciera inocuo el examen 
de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado 
en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que 
la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la 
juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la 
dilación de la justicia." 

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en lo 

dispuesto por los artículos 50, 51, fracción IV, 52, fracción II, y 58-13 de la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, se resuelve: 

 

I.- La persona demandante acreditó su pretensión, en 

consecuencia;  

II.- Se declara la nulidad lisa y llana de la resolución impugnada 

señalada en el  Resultado Primero de este fallo. 

 

III.- Notifíquese. 

 

http://anulación.la/
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Así lo proveyó y firma el Magistrado Instructor de la Tercera 

Ponencia de la Primera Sala Especializada en Materia Ambiental y de Regulación 

del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, que actúa ante la Secretaria de 

Acuerdos, que da fe 

 
 

________________________________ 
MAGISTRADO LUIS ALFREDO MORA VILLAGÓMEZ   

Titular de la Tercera Ponencia de la Primera Sala Especializada en Materia 
Ambiental y de Regulación del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, e 

Instructor del presente juicio. 
 
 
 

___________________________ 
LIC. PAOLA SORIANO SALGADO 

Secretaria de Acuerdos de la Tercera Ponencia de la Primera Sala Especializada en 
Materia Ambiental y de Regulación del Tribunal Federal de Justicia Administrativa. 

*  

“El 14 de julio de 2026, la licenciada Paola Soriano Salgado, Secretaria 

de acuerdos con adscripción en la Primera Sala Especializada en Materia 

Ambiental y de Regulación hago constar y certifico que en términos de lo 

previsto en los artículos 120, 115, párrafos, primero, segundo, tercero y 

cuarto de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, esta versión pública suprime toda aquella información 

considerada legalmente como confidencial, por tratarse de nombres de 

personas físicas Conste.” 

 


